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En Barcelona, a 21 de enero de 2011
Señores,

FACTOR ENERGIA S.A, en su calidad de empresa comercializadora de electricidad que presta el servicio de Representante a Tarifa o Mercado a productores de energía fotovoltaica, se halla en la obligación moral de defender los derechos e intereses de sus representados, lesionados por los cambios normativos introducidos con la promulgación y entrada en vigor del Real Decreto Ley 14/2010, de 23 de diciembre de 2010.

La citada normativa resulta lesiva para los productores fotovoltaicos por cuanto establece un número máximo de horas equivalentes de generación anual de energía eléctrica con derecho a prima, de forma que, si se excede el número de horas arbitrariamente establecido en la normativa, la energía excedentaria se liquida únicamente a precio de mercado, el cual resulta muy inferior al precio de tarifa al que se hayan acogidas y que tienen derecho a percibir las instalaciones de generación fotovoltaicas.

La gran eclosión de la inversión en instalaciones de generación fotovoltaicas en España tuvo su génesis en el deseo del gobierno español de cumplir la directiva europea 2001/77/CE, que se materializó gracias al fuerte estímulo que supuso la entrada en vigor del R.D. 661/2007, de 25 de mayo, que fijaba la retribución a percibir por la TOTALIDAD de la energía generada (art. 17) a través de la tecnología solar fotovoltaica durante toda la vida útil de la instalación, con una diferenciación en dos tramos (primeros 25 años y siguientes) y un marco de actualización de precios para el mencionado período (art. 36). El Real Decreto 1565/2010 de 9 de noviembre redujo la tarifa fotovoltaica establecida en el RD 661/2007 y limitó, con

carácter retroactivo, el período cubierto con el precio tarifario a los primeros 25 años de operación de la instalación, lo que ya ocasionó un evidente perjuicio económico al productor, por cuanto se redujo de forma ostensible la rentabilidad del proyecto (TIR) al alterarse las  premisas esenciales en las que se fundamentó la inversión.
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El titular de instalaciones de generación fotovoltaica muestra un perfil muy distinto al de los productores del resto de tecnologías de generación renovable (eólica, minihidráulica, biomasa, etc ..) , por cuanto, la fotovoltaica, dada su escalabilidad, no requiere la disposición de una gran masa crítica de inversión, se adapta a muchos entornos sin más exigencia que

disponer de radiación solar, tampoco requiere de amplios conocimientos técnicos para su explotación, su mantenimiento y cuidado, por lo que el titular medio de este tipo de instalaciones mas que una empresa energética o generador es un pequeño inversor privado. 

Los inversores (y, por ende las entidades financieras) fueron atraídos a una inversión que cumplía tres características específicas muy relevantes: Estabilidad en el flujo de caja al disponer de un precio de venta a largo plazo consagrado en la normativa y, por tanto, con el aval del Estado. 

Una rentabilidad interesante (TIR) procedente de los ingresos esperados en relación al coste del endeudamiento (apalancamiento financiero). Entidades financieras dispuestas a incentivar que el inversor, sin más garantía que la propia instalación, aportando entre un 10 y un 20% de fondos propios, la pudiese acometer (Project Finance).

En nuestra opinión los productores fotovoltaicos han estado sometidos a una campaña mediática promovida, probablemente, por las grandes patronales del sector energético tendentes a presentarles como unos puros especuladores análogos a los especuladores inmobiliarios. Simultáneamente han venido apareciendo artículos de opinión que responsabilizaban a los productores fotovoltaicos del déficit de la tarifa eléctrica y se consolidaba la idea -absurda en su génesis- de que la generación térmica en base a ciclos combinados merecía incrementar su retribución debido a que eran el "back Up" a las

renovables que precisa el sistema eléctrico nacional.

Estas aseveraciones deben ser rebatidas con contundencia, el déficit de tarifa ha venido produciéndose endémicamente con anterioridad a la promulgación del R.O. 661/07, teniendo su origen en la diferencia existente entre el precio de energía subyacente en el suministro eléctrico a tarifa regulada en relación al precio en el mercado mayorista.

El déficit acumulado hasta el año 2007 ya superaba los 10.000 millones de euros, por lo que atribuir la culpa del citado déficit a los productores fotovoltaicos roza el esperpento. Aún así, cierto es que las renovables contribuyen al déficit de tarifa si bien ello se debe a una errónea planificación por parte del legislador, cuyas señales económicas derivadas de la legislación combinadas con una fluidez máxima del crédito dieron como resultado un gran crecimiento de la generación fotovoltaica. La responsabilidad de la parte del déficit que ocasiona la retribución a los productores fotovoltaicos debe irrogarse exclusivamente al legislador.

Los ciclos combinados, como cualquier tecnología de generación térmica, tienen capacidad de regulación y, por ello, tienen la capacidad de producir energía a voluntad, a diferencia de las renovables, especialmente eólica y fotovoltaica, cuya producción está sujeta a la confluencia de condiciones meteorológicas que no dependen de la voluntad del productor.

Sin embargo hay dos hechos que no pueden obviarse, el primero es que las tecnologías térmicas en base a carbón, derivados del petróleo o gas natural, emiten C02 en la combustión que contribuye al cambio c1imático; el segundo es que los titulares de las plantas de generación térmica hicieron su inversión en base a unas expectativas de mercado que no se han cumplido por el efecto que la crisis económica ha tenido sobre la demanda de energía eléctrica nacional. Los titulares de estas tecnologías también invirtieron con la idea de obtener importantes retornos de sus inversiones y no de prestar ningún servicio altruista de "back up" al sistema eléctrico nacional, es más, hasta la llegada de la crisis con su impacto sobre la demanda eléctrica, los titulares de dichas plantas obtenían altas rentabilidades tanto directamente por la venta de la energía al mercado como indirectamente por su efecto de determinación del precio de casación y su consecuente aplicación al resto de plantas de

generación de las que, muchos de ellos, son titulares ("wind fall profits").

La reciente legislación ha aumentado el importe que percibirán dichas plantas de régimen ordinario en concepto de "pagos por capacidad" (la antigua "garantía de potencia"), para aumentar la rentabilidad a los titulares-inversores en dichas plantas, mayoritariamente grandes empresas energéticas, cuyo derecho se basa en que la coyuntura económica actual ha

conducido a una sobrecapacidad del sistema eléctrico.

Vean Uds. que curiosamente se han incrementado los ingresos a una actividad liberalizada, la generación en régimen ordinario, perjudicándose a una actividad regulada como es la generación en régimen especial, cuando la primera, como cualquier actividad empresarial desarrollada en libre concurrencia lleva implícito el riesgo, mientras que la segunda goza de un

marco estable al carecer de discrecionalidad y concurrencia. 
En consecuencia y complementando lo anteriormente expuesto, consideramos que las medidas presentadas por el gobierno en el RD 14/2010 ponen en entredicho la seguridad jurídica y la estabilidad regulatoria exigible para el sector eléctrico, penalizan el desarrollo de las energías renovables en el territorio español, conduciendo indefectiblemente a un incumplimiento de la Directiva europea 2009/28/CE de energías renovables en la que se obliga a los gobiernos a eliminar barreras regulatorias que impidan el desarrollo de las energías renovables.

Entrando en materia y en relación al criterio propuesto en el RD 14/2010 para poder establecer las horas equivalentes de referencia, éste no tiene en cuenta la radiación solar real de cada territorio: el Código Técnico de Edificación no permite distinguir de forma precisa las diferentes zonas de radiación del estado. Asimismo, el criterio establecido tampoco tiene en

cuenta las características tecnológicas de sus instalaciones (como por ejemplo la eficiencia de los paneles solares).

Finalmente les rogamos encarecidamente que tengan en consideración los argumentos y razones expuestos, a los efectos de reconsiderar el contenido del Real Decreto Ley 14/2010 en su tramitación.

Agradeciendo su interés en la presente y quedando a su entera disposición, reciba un cordial saludo,

Representante Legal
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